Las “nuevas” Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano de Zalamea la Real se redactaron con la única finalidad de legalizar la ilegal fábrica de “Anisados Arenas”, edificada con vulneración de casi toda la normativa posible pero culminada merced al amparo (por acción u omisión) y los subterfugios legales del Ayuntamiento y de la Junta de Andalucía.


Es necesario referirse al anterior episodio de ilegalidades urbanísticas porque enlaza directamente con los hechos objeto de este informe, habida cuenta de que  la impunidad con que fueron cometidas aquéllas animó a sus protagonistas de entonces a repetir las mismas tácticas “a posteriori”.


Si las “nuevas” Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano han tenido como objeto “tapar” lo realizado en beneficio de la ilegal fábrica de aguardiente, la acelerada aprobación del Plan Parcial PPI-2 ocultando la existencia de UNA ALEGACIÓN  se hizo para favorecer la implantación de una ITV (Inspección Técnica de Vehículos) de la empresa Veiasa (Verificaciones Industriales de Andalucía), 100 por 100 propiedad de la Junta de Andalucía, esto es, de la misma Administración encargada de dar el beneplácito urbanístico a dicho Plan Parcial, que debería permitir la construcción de su ITV. En otras palabras, la Junta de Andalucía, a través de la Consejería de Obras Públicas y Urbanismo y de Veiasa, era juez y parte al mismo tiempo en este caso.


¿Por qué se vulnera el derecho a la participación social reconocido en la Constitución Española y en la legislación urbanística y se omite deliberadamente la existencia de la alegación al Plan Parcial? La respuesta, como se demostrará, es porque no reconociendo las deficiencias e irregularidades señaladas por el alegante, tanto el Ayuntamiento de Zalamea, como la Junta de Andalucía y su empresa filial Veiasa removían el único obstáculo (la existencia de la alegación) que se oponía a sus propósitos de implantar como fuera y sin más demora la ITV. 
Una vez construida la ITV, objetivo de la acelerada aprobación del Plan Parcial PPI-2, las Administraciones Públicas protectoras de aquélla ya podían “ganar” el tiempo necesario para   bajo cuerda ir “corrigiendo” las irregularidades, inexactitudes e ilegalidades señaladas por el alegante, incluso con una política de hechos consumados, como acaeció con el caso de “Anisados Arenas”. Y al igual que con “Anisados Arenas”, cuanto se hace es única y exclusivamente en beneficio de una sola empresa ( ahora la beneficiada será la ITV de Veiasa), mientras se frena al resto de firmas potencialmente  interesadas en el polígono industrial con el argumento de que hay que cumplir la legalidad urbanística.


El 27 de octubre de 1994, en su reunión constituyente, la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Huelva aprobó, de forma condicionada, las “nuevas” Normas Subsidiarias de Zalamea la Real.


El 31 de diciembre de 1994, apareció en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva la resolución de la aprobación “condicionada” de las “nuevas” Normas, cuyo objeto era la legalización de la ilegal fábrica de “Anisados Arenas”.

Así pues, había noticia de la aprobación “condicionada” de las “nuevas” Normas, pero no Normas Urbanísticas propiamente dichas, ya que no se había cumplido aún el requisito “sine qua non” legalmente establecido: la preceptiva publicación de su contenido íntegro en Boletín Oficial.

En su respuesta al Defensor del Pueblo Andaluz en relación con el caso "Anisados Arenas", el entonces alcalde, Francisco Sánchez Moreno, le promete el 28 de diciembre de 1994 que se hace eco de sus recomendaciones legales y hace constar que las tendrá en cuenta en sus futuras actuaciones.

 ¿Hasta qué punto el Ayuntamiento de Zalamea presidido por Francisco Sánchez Moreno y posteriormente por un hombre de su equipo de Gobierno, Vicente Zarza, ha cumplido su promesa al Defensor del Pueblo Andaluz y no ha recurrido de nuevo a la mentira y la ilegalidad?

Vamos a comprobarlo.

Ya por entonces (finales de 1994) o inmediatamente después,  el Ayuntamiento comenzó a explanar con maquinaria pesada el ejido del Monte Viejo, justo por detrás de la  fábrica de "Anisados Arenas".  Esos trabajos de nivelación de las estribaciones del Monte Viejo suponían la completa destrucción de la segunda colada (una vía pecuaria) de la dehesa de la Alquería, ya parcialmente usurpada para la construcción de la fábrica de Anisados Arenas.  
 Por otra parte, dada la configuración del terreno, al nivelar tan gran superficie por su lado Este, el más cercano al Pilar Nuevo, el Ayuntamiento había acabado formando una pared de roca de al menos un par de metros de altura, lo cual convertía ya en prácticamente intransitable el ejido del Monte Viejo. Tanto la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía como la Oficina del Defensor del Pueblo tuvieron conocimiento de estas  actuaciones el  14 de febrero de 1995.

A requerimiento del Defensor del Pueblo Andaluz, la Dirección General de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Obras Públicas eleva un informe a la institución en la que le comunica lo siguiente:

-Que la Alcaldía (Francisco Sánchez Moreno) afirma el 29 de marzo de 1995 que el promotor de las obras es el propio Ayuntamiento y que las mismas pretenden "adecentar el espacio liberado y alrededores de un vertedero en desuso, al haber mancomunado el servicio de recogida de basuras".

-Que en los terrenos contiguos a la fábrica de "Anisados Arenas" se han ejecutado trabajos de desmonte y explanación, actuando sobre una superficie aproximada de 4.760 m2 (140 mts. de largo x 34 de ancho, con una altura media de 2,50 metros), lo que supone que en dicha actuación se ha realizado un movimiento de tierras de 11.900 m3 aproximadamente. 


-Que las obras realizadas no tienen licencia municipal y se han realizado por el Ayuntamiento de Zalamea la Real en base al proyecto de urbanización redactado por los Servicios Técnicos de Diputación, si bien cabe indicar que previa a la aprobación del Proyecto de Urbanización deberá estar aprobado el preceptivo Plan Parcial.

Al día de la fecha, no ha sido aprobado el preceptivo Plan Parcial en desarrollo de las Normas Subsidiarias de Planeamiento municipal.

-Que la valoración de las obras realizadas asciende a la cantidad de 6.028.540 pesetas.


La tesis de que con estas obras (explanación de un terreno equivalente a casi un campo de fútbol) se pretendía adecentar el espacio liberado, y alrededores, de un vertedero en desuso al haberse mancomunado el servicio de recogida de basuras es, lisa y llanamente, una burda mentira, otra más de la larga serie protagonizada por Francisco  Sánchez Moreno, por el Ayuntamiento de Zalamea la Real y por la Junta de Andalucía. 


Era de dominio público en el municipio, y así fue corroborado por concejales de la Oposición en la nueva Corporación Municipal, que el objeto de esta explanación era la instalación de una Inspección Técnica de Vehículos promovida por Verificaciones Industriales de Andalucía S. A. (Veiasa), empresa cien por cien propiedad de la Junta de Andalucía.¿Para supuestamente limpiar un supuesto antiguo vertedero hacía falta un proyecto de urbanización redactado por los Servicios Técnicos de la Diputación?


Consultada por aquel entonces la Consejería de Industria para que informara al respecto, la respuesta, una vez sondeado desde el jefe de servicio de las ITV hasta otros altos cargos, fue la siguiente: "Existe la idea de instalar una ITV en la Sierra de Huelva, pero no se ha pasado de la fase de idea. No teníamos noticia alguna de que se estuvieran preparando los terrenos en Zalamea ni en ninguna otra parte, porque no se ha hablado todavía con nadie al respecto. Desde luego, para instalarla necesitamos que un Ayuntamiento ofrezca los terrenos, pero, repetimos, no sabíamos que al margen de la Junta alguien estuviera construyendo y presentando como un proyecto del Gobierno autónomo. ". 

Decían no saber nada, pero años más tarde se conoció una carta de la empresa Veiasa, fechada el 10 de febrero de 1994, en que había señalado al alcade que necesitaba para su futura Inspección Técnica de Vehículos -ITV- una superficie aproximada de 4.800 m2, osea, la misma que tenía la parcela explanada por el Ayuntamiento para el supuesto vertedero. Era para Veiasa, pero mintieron una vez más (¿cuántas veces ya desde Anisados Arenas lo hizo el Ayuntamiento de Zalamea?)


Decían no saber nada, pero según consta en el acta del Pleno Municipal celebrado por el Ayuntamiento de Zalamea la Real el 3 de marzo de 1995, el alcalde hablaba ya de cesión de terrenos para ITV:


En el acta de la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de fecha 16 de marzo de 1995 está registrada la aprobación de un pago de 300.000 pesetas y de 1.500.000 pesetas por excavación de la ITV, y se cita una oferta de excavación por 1.500.000 pesetas para un área de 30 x 30 x 2,5 metros:


Y si se consulta el acta de la Comisión de Gobierno del 19 de enero de 1995, dos meses antes, se observa que el Ayuntamiento ha pagado 2.670.000 pesetas por excavaciones del “polígono industrial” (El Tejarejo, objeto del Plan Parcial PPI-2, por entonces aún en el limbo, ya que ni siquiera se habían publicado las Normas Urbanísticas en Boletín Oficial). Dado que el Iva está excluido, con el Impuesto sobre el Valor Añadido está cantidad podría haber ascendido realmente a 3.097.200 pesetas.


Decían no saber nada de ITV ni de explanaciones para ITV alguna, pero  el día 21 de marzo de 1995, técnicos de Industria y concejales del Ayuntamiento de Zalamea fueron a visitar la explanada realizada en el Monte del Pilar Viejo. Y, además:


-ABC de Sevilla, de fecha 6-Mayo-1995, páginas 52-53, dentro del informe titulado "Sevilla contará en el plazo de un año con dos nuevas ITV,  da noticia de tres ITV en tramitación, entre ellas una en Zalamea la Real (Huelva).


-Boletín Oficial de la Provincia de Huelva Nº 95, de fecha 27 de abril de 1995, página 1934. Bajo el epígrafe "Zalamea la Real", aparece un anuncio en el que Francisco Javier Peñalver Rodríguez, en representación de Verificaciones Industriales de Andalucía (empresa 100 por 100 de la Junta de Andalucía) solicita licencia municipal de apertura para "Estación de Inspección Técnica de Vehículos en Polígono Industrial El Tejarejo".


Por las actas del Ayuntamiento de Zalamea la Real sabemos que el 18 de mayo de 1995 se presenta el expediente tramitado para otorgar licencia de apertura a Francisco Javier Peñalver en nombre de Veiasa, para la ITV (¿ITV o basurero?)


Por si no hubiéramos tenido bastante con las mentiras e ilegalidades en el asunto de  la fábrica de “Anisados Arenas”, esta solicitud es otra prueba más de cómo funciona la Administración Pública andaluza: una empresa de la Junta solicita licencia de apertura en un polígono industrial inexistente, sencillamente porque Zalamea la Real por entonces carece de Plan Parcial (será luego el Plan Parcial I-2) sustentador de dicho polígono industrial “El Tejarejo”, como  ratificaba en su contestación al Defensor del Pueblo Andaluz la propia Consejería de Obras Públicas. Eso sin contar el tema de las vías pecuarias por dicho paraje, en proceso de (re)clasificación por la propia Junta.

La Dirección General de  Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Obras Públicas publica periódicamente el "Inventario de Planeamiento Urbanístico de Andalucía" (también en soporte informático), al objeto -dice la Junta- de su divulgación entre los ciudadanos, profesionales, Administraciones y entidades. ¿Cómo existiendo esta información otro organismo de la Junta de Andalucía (Consejería de Industria/ Veiasa) no se entera de que no existe planeamiento urbanístico alguno que sustente el ficticio "polígono industrial "El Tejarejo"?.

El objetivo de la explanación ilegal era, pues,  una ITV de la Junta de Andalucía, pero el Ayuntamiento ha de dar la versión del basurero para no dejar en evidencia a otras Administraciones Públicas cooperantes en la ilegalidad. 

¡Si hasta el propio delegado de la Consejería de Obras Públicas había mantenido reuniones con el nuevo equipo de Gobierno para analizar si era legal o no que tuvieran que determinarse las vías pecuarias existentes en el paraje con motivo de la  ITV! 


La torpeza para ocultar sus mentiras e ilegalidades es a estas alturas proverbial en el  entonces alcalde de Zalamea, Francisco Sánchez Moreno. Trata de engañar al Defensor del Pueblo andaluz, comisionado del Parlamento para la defensa de las libertades y la legalidad, mas no a los zalameños. Según las informaciones recabadas, en la zona objeto del desmonte no ha habido nunca ningún vertedero; el vertedero (mirando el lugar desde la carretera nacional Huelva-Badajoz) estaba mucho más a la izquierda, al Norte,  y mucho más atrás, sobre una de las laderas del Monte del Pilar Viejo, y lo que habían desmontado era un terreno relativamente llano situado más al Sur.

Segunda parte: el vertedero ‘fantasma’ tampoco estaba en desuso. Decir que estaba en desuso equivalía a  decir que existía, aunque se añadiera que  no se usaba porque se había mancomunado la recogida de basuras (esto último sí era cierto). No existía tal vertedero porque fue sellado en el año 1993, como prueban:


1) Una fotografía del cartel colocado en su día por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (todavía no había cambiado su nombre por el de Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente).


2) Artículo "Un basurero...¿Dónde?", publicado por el luego alcalde de Zalamea, Vicente Zarza, en la revista "La Voz de Zalamea" de mayo de 1993.


3) Anuncio de la Diputación Provincial de Huelva en el diario "Huelva Información" de fecha 2 de enero de 1995.

 
Ahora bien, ¿cómo los humildes ciudadanos van a osar poner en tela de juicio la versión oficial dada en esta historia cuando según la doctrina jurídica se presupone que los actos administrativos en general gozan de la presunción de legalidad? Los ciudadadanos deben creer que el Ayuntamiento, sin licencia de ningún tipo, invadió un ejido comunal para, a su antojo, adecentar un vertedero (creado por el mismo Ayuntamiento) mediante la excavación de una fosa de nada menos que 140 metros de largo x 34 de ancho x 2,50 de alto.

Pero resulta que el Ayuntamiento ha calculado mal, rematadamente mal, y  ha gastado el equivalente a 6 millones y pico de pesetas de las de entonces en adecentar...¡lo que ya estaba adecentado hacía entonces  dos años en otra parte, la ladera del monte, ubicación real del vertedero! Sí,  porque el Ministerio de Obras Públicas había destinado 9.755.965 pesetas al sellado de vertederos en la Cuenca Minera, dinero abonado a través del Area Supramunicipal y de Medio Ambiente de la Diputación de Huelva  a la empresa Contecsa.

Como contribuyentes y como ciudadanos (la ley exige eficacia de las Administraciones Públicas) tendríamos que haber exigido responsabilidades por este despilfarro de recursos públicos. ¿Cómo explicarle al pueblo  de Zalamea y al Defensor del Pueblo que se han destinado seis millones de pesetas a adecentar un vertedero que ya había sido sellado dos años antes con otro coste millonario y que para colmo se habían "equivocado" de sitio y excavado la tierra donde no  había vertedero alguno?

 La Junta de Andalucía, pese a llegar a la conclusión de que se ha cometido una clarísima infracción urbanística con esta explanación supuestamente saneadora de vertederos, ampara una vez más al Ayuntamiento socialista  y trata de hacer mutis por el foro sin la menor alusión a lo dispuesto en la Ley, como bien se encarga de recordarle el Defensor del Pueblo Andaluz, que invoca el artículo 252 y el 304 del Texto Refundido de la Ley del Suelo.

El Defensor del Pueblo Andaluz dice a la Junta (Julio 1995)  que estos hechos podrían dar lugar a la consolidación de una posible infracción urbanística, por lo que le insta a que, si procede y previos los trámites legales oportunos, ejerza las competencias que, por subrogación, ostenta en orden a la defensa de la legalidad urbanística. 
Añade el Defensor que si no se consideraban adecuadas estas actuaciones, de confirmarse la gravedad de la infracción urbanística, interesaba a que se ejerciera la acción pública. "Todo ello -asevera el Defensor- con el fin de impedir que hechos consumados al margen de autorizaciones necesarias se puedan imponer con total impunidad sobre el interés público que protege la legislación urbanística y cuyo amparo, sin perjuicio de las competencias de los Tribunales, es inexcusable para las Administraciones a las que el legislador les ha atribuido su tutela".

Y añade el Defensor del Pueblo Andaluz: "En la respuesta recibida no se indica nada de estas cuestiones por lo que, con esta misma fecha, volvemos a requerir a la citada Dirección General (de Urbanismo y Ordenación del Territorio, cuya titular era Josefina Cruz Villalón),  para que se pronuncie, en el sentido que legalmente proceda y con la mayor urgencia posible, sobre las actuaciones interesadas por esta Institución".


Esto era en julio de 1995. Por el acta de la Comisión de Gobierno municipal celebrada el 10 de agosto de 1995 sabemos ahora que el 19 de julio de 1995, Medio Ambiente de la Junta de Andalucía calificaba la ITV de Veiasa como “molesta y peligrosa”, señalaba  un condicionante respecto de la vía pecuaria sobre la que se había proyectado (como la fábrica de “Anisados Arenas”, colindante) y le recordaba al Ayuntamiento que era necesario previamente la redacción de Plan Parcial y de Proyecto de Urbanización.


A estas alturas, todavía no se ha publicado en Boletín Oficial alguno el articulado de las “nuevas” Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano, por lo que oficial y legalmente Zalamea la Real sigue sin planeamiento. Ello no es óbice, sin embargo, para que el Ayuntamiento de Zalamea la Real apruebe inicialmente el 5 de septiembre de 1995 el Plan Parcial I-2 (el del polígono industrial “El Tejarejo”) invocando el Decreto de cesión de competencias urbanísticas de la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía. El anuncio de esta aprobación inicial del Plan Parcial I-2 aparecerá en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva de fecha 7 de septiembre de 1995.


Aunque quienes han observado los métodos de actuación del Ayuntamiento de Zalamea la Real y de la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía (véae el caso “Anisados Arenas”) han perdido ya la capacidad de sorprenderse, repárese en el dislate que para terceros suponía el hecho de que se sacara a información pública la aprobación inicial de un Plan Parcial referido a unas Normas Urbanísticas inexistentes para el ciudadano, ya que su contenido no había sido publicado en Boletín Oficial.

¿Cómo comprobar entonces que, conforme a lo exigido por la ley, este Plan Parcial I-2 no  vulneraba las determinaciones contenidas en las Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano?¿Por qué actúa así el Ayuntamiento de Zalamea la Real? Pues, al igual que en el caso de la ilegal fábrica de “Anisados Arenas”, porque se siente en todo momento amparado por la Consejería de Obras Públicas. 
De hecho, invoca el Decreto de cesión de competencias urbanísticas. Reflexionemos: la Consejería de Obras Públicas cede las competencias en materia de urbanismo a un Ayuntamiento que si por algo se había caracterizado era justamente por vulnerar  la legislación urbanística cuantas veces convenía a sus intereses y/o a los de sus amigos y simpatizantes. Y porque esa cesión de competencias será utilizada de nuevo para la comisión de más irregularidades urbanísticas, es necesario hacer un inciso en el relato sobre el Plan Parcial I-2 y la ITV de Veiasa para ver cómo se produce.


El Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (Boja)  Nº 83, de 7 de junio de 1994, página 6.013 y siguientes, inserta el Decreto 77/1994, de 5 de abril, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Junta de Andalucía en materia de ordenación del Territorio y Urbanismo. El artículo 26.3 de dicho Decreto especifica que para instar a la delegación de las  competencias urbanísticas, los Municipios deberán contar con instrumento de planeamiento general adaptado a la Ley 19/75, de 2 de mayo, de Reforma de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana o al vigente Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de Junio.


Por el acta del Pleno Municipal ordinario celebrado por el Ayuntamiento de Zalamea la Real el 12 de enero de 1995 sabemos ahora cómo se desarrolla la supuesta petición de la cesión de competencias urbanísticas:


1º) Es la propia Consejería de Obras Públicas la que informa (¿o deberíamos decir incita?) al Ayuntamiento de la posibilidad de cederle las competencias.


2º) El entonces delegado municipal de Urbanismo, Antonio Rachón Flores, reconoce ante el Pleno que el Ayuntamiento carece de medios técnicos y de personal apropiado para afrontar temas que son, a su juicio, demasiado complejos, por lo que se muestra contrario a la cesión.


3º) El alcalde, Francisco Sánchez Moreno, dice que da igual, porque, como siempre, se acabará pidiendo ayuda a la Diputación Provincial.


4º) El Ayuntamiento, a pesar de decir que no tenía  ni los medios técnicos ni el conocimiento suficiente en materia urbanística, declara que sí, que cuenta “con medios suficientes para el adecuado ejercicio de las competencias delegadas bajo su responsabilidad”.


5º) Y señala, también falsamente en enero de 1995 (el acuerdo de aprobación definitiva y el texto completo de las Normas Urbanísticas no fueron publicados oficialmente hasta noviembre, DIEZ MESES después) que cuenta con instrumento de planeamiento general (Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano) adaptado al Texto Refundido de la Ley del Suelo.


-El BOJA del 6 de mayo de 1995, página 3.990 y siguientes, insertó una Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, de fecha 24 de abril, por la que en virtud del Decreto anteriormente citado acordó la delegación de competencias urbanísticas a, entre otros, el Ayuntamiento de Zalamea la Real. 
Según dicha Orden, el Ayuntamiento acordó solicitar la cesión el 12 de enero de 1995, y el consejero de Obras Públicas resolvió otorgársela el 28 de marzo de 1995. En dicha Orden aparecida en el Boja del 6 de mayo de 1995 se afirma que el municipio de Zalamea la Real cuenta con Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal.


El Boletín Oficial del Estado de fecha 31 de diciembre de 1994 modifica el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, en el sentido de que las Ordenanzas, incluidos el articulado de las Normas de los planes urbanísticos....se publican en el Boletín Oficial de la Provincia y no entran en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2.


 El acuerdo de aprobación definitiva de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Zalamea la Real no fue publicado por la Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva hasta el 10 de noviembre de 1995 (BOP Huelva Nº 258 de 1995, página 4.981/82).

El articulado completo de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Zalamea la Real no se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva hasta el 30 de noviembre de 1995.

Por tanto, la cesión de competencias urbanísticas al Ayuntamiento de Zalamea la Real mediante resolución de fecha 28 de marzo de 1995, publicada en el Boja el 6 de mayo de 1995, vulnera  claramente el Decreto 77/1994, de 5 de abril, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Junta de Andalucía en materia de ordenación del Territorio y Urbanismo, ya que en ese momento el Municipio de Zalamea la Real carece de instrumento de planeamiento general adaptado al Texto Refundido de la Ley del Suelo al no haberse publicado íntegramente el mismo en Boletín Oficial como exige la ley, ni haberse publicado aún el acuerdo de la Consejería dando cuenta de la aprobación definitiva de las Normas.


Por otra parte, según el artículo 27 del Decreto de Cesión de Competencias Urbanísticas, los Ayuntamientos están obligados a informar, en el plazo de quince días, de los actos resolutorios aprobados que se produzcan en el ejercicio de las competencias delegadas, y, lógicamente, la Consejería de Obras Públicas debe velar por la legalidad de dichos actos resolutorios.

¿Por qué legalidad veló la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía cuando  vio en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva que el Ayuntamiento de Zalamea la Real sacaba a información pública la aprobación inicial del Plan Parcial I-2 sin haberse publicado siquiera el articulado de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano? ¿Qué hizo cuando en el plazo de quince días el Ayuntamiento de Zalamea la Real le debió informar (¿o no?) como marca la ley de esta decisión tomada en virtud de esa cesión de competencias urbanísticas?


Por los documentos a los que hemos ido teniendo acceso muy posteriormente hemos podido reconstruir en la medida de lo posible la cronología de este caso puesto en conocimiento de la Oficina del Defensor del Pueblo.

El 28 de septiembre de 1995, la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento otorga licencia de obras “en precario” a la ITV de Veiasa. Obsérvese que se repite la misma ilegalidad que con la fábrica de “Anisados Arenas” y pese a la condena del Defensor del Pueblo Andaluz, que dejó muy claro al Ayuntamiento cuál era el auténtico sentido de la “licencia provisional de obras”. 
El Ayuntamiento sabe que no puede otorgar licencia provisional de obras a una ITV con carácter definitivo y que se va a asentar sobre un suelo que se proclama continuamente forma parte del futurible polígono industrial “El Tejarejo”. El Ayuntamiento, y con el alcalde al frente, sabe que está cometiendo un acto ilegal, de ahí que los miembros de la Comisión de Gobierno pidan el respaldo político del Pleno, tal como leemos en el acta correspondiente al 28 de septiembre de 1995:


“La Comisión de Gobierno, por unanimidad de los cuatro miembros, en sesión celebrada el día de hoy, acordó conceder licencia de obras en precario y condicionada a la aprobación provisional del Plan Parcial e informe preceptivo de la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo a Veiasa, para construcción de planta de Estación Técnica de Vehículos (así se demuestra, una vez más, cómo mintieron alevosamente con la coartada del basurero) en Polígono el Tejarejo, así mismo se concedió Licencia de Urbanización en precario.


Siendo la Comisión de Gobierno el órgano municipal competente, por Delegación de la Alcaldía para otorgar Licencias Urbanísticas, no obstante el Sr. Presidente desea que la Corporación manifieste su apoyo a la Licencia concedida...”.

 
Desde mediados de octubre del mismo año 1995, el Ayuntamiento amplía el desmonte de los 140 metros de largo por 34 de ancho realizado en la  primavera para la ITV de Veiasa (oficialmente se seguía adecentando un basurero inexistente, como se ha demostrado anteriormente), y se cuenta hasta media docena de grandes máquinas excavando en el paraje al mismo tiempo, una excavación de la que el Defensor del Pueblo Andaluz cuenta con un reportaje fotográfico.


El 24 de octubre de 1995, el Ayuntamiento procede a la aprobación provisional del Plan Parcial I-2. Todavía el texto de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano seguía sin publicarse en Boletín Oficial alguno.


El 17 de noviembre de 1995, el Defensor del Pueblo Andaluz daba cuenta de la comunicación cursada a la Dirección General de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía, cuya responsable era Josefina Cruz Villalón. Le decía el Defensor: "La situación actual  es que nos hemos dirigido en varias ocasiones a V. I. reclamando una actuación que determine las responsabilidades ante esta posible infracción urbanística -se han movido 11.900 m3 de tierras sin estar aprobado el Plan Parcial- y la situación continúa igual, sin que la Delegación Provincial de Huelva haya incoado el expediente disciplinario que parece pertinente o se nos hayan indicado las razones que determinen su no procedencia".

La Dirección General contesta por fin en el sentido de que realizará un nuevo análisis de la situación al objeto de iniciar, en su caso, las actuaciones de disciplina urbanística correspondientes. ¡CASI Un año de denuncias del Defensor es preciso para que la Junta responda que va a estudiar si inicia actuaciones de disciplina urbanística!


El 20 de noviembre de 1995, el alcalde de Zalamea firma un decreto por el que concede licencia de segregación de 3.600 m2 de una finca de 80.000 m2 con el fin de cederla a la empresa Veiasa para la ITV.


No existe constancia de que esta licencia de segregación fuera sometida a información pública.

Por el acta del Pleno Municipal celebrado el día 1 de diciembre sabemos ahora que el 21 de noviembre de 1995 se firmó ante un notario la cesión de terrenos a Veiasa para la ITV.

 Según la escritura firmada entre el Ayuntamiento y la empresa Veiasa, conocida de forma parcial años más tarde y presentada  el 20 de diciembre de 1995 ante el Registro de la Propiedad de Valverde del Camino, el Pleno municipal extraordinario celebrado el 10 de marzo de 1994 había acordado “ceder por contratación directa a la entidad mercantil Verificaciones Industriales de Andalucía S. A.”, mediante constitución de un censo enfitéutico, una parcela de 3.600 m2.


No existe constancia del sometimiento de este acuerdo a la preceptiva información pública, conforme al Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.


El día 10 de abril de 1995, la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Junta de Andalucía había aprobado de forma definitiva las Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano de Zalamea la Real, pero hemos visto cómo iban pasando los meses, y nada: el articulado de las Normas no era publicado de forma íntegra, tal como exige la ley. 

Sin embargo, se firma ante notario el 21 de noviembre de 1995 la cesión de terrenos situados dentro del futurible polígono industrial “El Tejarejo” en favor de Veiasa para su ITV y casi sin solución de continuidad, el 30 de noviembre de 1995 aparece publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Huelva el articulado completo de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Urbano de Zalamea la Real.

¿Acaso no estarían la Junta y el Ayuntamiento confabulados para evitar, mediante el recurso al censo enfitéutico, que Veiasa se viera condicionada en su ITV por toda la tramitación urbanística posterior? ¿No se subordinó, al igual que con “Anisados Arenas”, una vez más el planeamiento urbanístico de Zalamea la Real –el interés general– a los intereses particulares de Veiasa?


Veamos ahora dónde están y cuáles son esos 3.600 m2 (luego se hablará de 3.750) entregados mediante censo enfitéutico a la empresa mercantil (es, por muy de la Junta de Andalucía que sea, una S. A., sociedad anónima: Verificaciones Industriales de Andalucía Sociedad Anónima).


